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Introducción

Desde las ciencias sociales, acostumbramos a caracterizar y contex-
tualizar nuestro objeto de estudio en extensas descripciones, en pos de 
“generalizar y, por ende, minimizar las diferencias entre ‘nuestro caso’ y 
otros” (Becker 2018). Sin embargo, en ciertas oportunidades, estas ex-
posiciones pasan a ser un anexo colorido en la narración, perdiéndose 
la oportunidad de comprender esto como parte del análisis. En particular, 
en los trabajos sobre políticas públicas de nivel local, muchas veces las 
referencias de otros niveles estatales terminan siendo descripciones 
contextuales, sin mayor desarrollo sobre cómo las políticas entre di-
ferentes niveles del Estado se vinculan. La inclusión de estas escalas 
permite una mayor profundidad analítica, al observar las articulacio-
nes entre Estados nacionales, provinciales y locales, y organismos in-
ternacionales.

En el caso del análisis de las políticas públicas con perspectiva de 
género, también es importante observar la incidencia del movimiento 
feminista (Di Marco 2019; Rodríguez Gustá 2008). Las acciones de este 
movimiento social han logrado interpelar tanto a organismos internacio-
nales como los diferentes sectores y niveles estatales, a partir de la cons-
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trucción de redes locales, nacionales y transnacionales, consiguiendo que 
su agenda se incorpore a las demandas de otros movimientos sociales y 
que tenga repercusiones en tratados internacionales de derechos huma-
nos, leyes y políticas públicas (Di Marco 2011; Francisco y Antrobus 2011; 
Sagot 2013). Así, en los últimos cuarenta años en América Latina, se pro-
dujeron diversos avances en términos de políticas y marcos normativos, 
con un desarrollo diferente en cada territorio. Estas transformaciones son 
posibles porque los Estados no son entes monolíticos, sino una arena de 
disputa (Oszlak 2009) en la que se produce una relación dinámica y con-
tradictoria entre el Estado y el movimiento feminista (Sagot 2013).

A partir de lo expuesto, en este artículo nos proponemos reflexionar 
acerca del uso de escalas en el análisis de políticas públicas locales, toman-
do como caso a las normativas y las políticas públicas sobre violencia basa-
da en género. Para esto, empezaremos describiendo la transformación de 
los paradigmas de violencia basada en género (VbG) en las legislaciones de 
América Latina, y luego, cómo fue este proceso en Argentina, observando 
la incidencia del movimiento feminista. A continuación, nos detendremos 
en cómo se despliegan estos paradigmas en las políticas locales. Finalizare-
mos con una breve reflexión acerca de la importancia de incorporar dife-
rentes escalas de análisis en los estudios sobre políticas públicas.

Las transformaciones legislativas y las 
políticas públicas sobre VbG en América Latina

La VbG es un componente estructural de la opresión de género que 
funciona como mecanismo de control sobre las mujeres y personas con 
identidades sexogenéricas disidentes (Izquierdo 2007; Sagot 2013; Se-
gato 2003). Este mecanismo se naturaliza y representa como un con-
tinuum de violencias (Segato 2003), cuya manifestación más extrema 
son el femicidio y el feminicidio, con aquiescencia, acción u omisión del 
Estado (Lagarde y de los Ríos 2006). 

En América Latina y el Caribe, este tema entra en la agenda política 
al final de la década de 1980, en el marco de los procesos de transición 
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democrática en la región; a partir de la elaboración de legislaciones, pla-
nes nacionales, investigaciones, programas de capacitación; y en parti-
cular, la modificación de las definiciones de esta problemática, dejando 
menos lugar a las interpretaciones subjetivas en las políticas públicas 
(Sagot 2013). Para ese entonces, ya estaba vigente la Convención sobre 
la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer 
(conocida como CEDAW, por sus siglas en inglés), sancionada en 1979. 
Esta ha sido uno de las principales herramientas jurídicas para la pro-
moción de los derechos de las mujeres, junto a la Convención Interame-
ricana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, 
conocida como Convención de Belém do Pará (1994), y la Conferencia 
Mundial sobre la Mujer en Beijing (1995), teniendo en todas ellas una 
fuerte influencia el movimiento feminista, en particular en la incorpora-
ción de la violencia contra las mujeres como uno de los puntos de debate 
(Francisco y Antrobus 2011; Sagot 2013). 

Tomando como punto de partida la aprobación de la CEDAW, ob-
servamos un proceso de más de treinta años en los que las normativas 
vinculadas a la prevención, protección y atención de la VbG, han ido 
transformando sus paradigmas. Así, las primeras normativas nacionales 
vinculadas a la violencia basada en género,1 conocidas como leyes de pri-
mera generación, aparecen en la región a partir de la década de 1990. Es-
tas legislaciones parten de un paradigma de violencia familiar que, si bien 
plantea las intervenciones del Estado ante situaciones de violencia en el 
ámbito doméstico, invisibilizan la cuestión sexogenérica y a la violencia 
como un mecanismo de subordinación de las mujeres y los sujetos femi-
nizados (De Miguel Álvarez 2003; Essayag 2016; Levin 2019; Sagot 2013). 

Para mediados de la década de 2000, se produce un cambio de pa-
radigma a nivel normativo. La mayoría de los países de la región pasan 

1	 La VbG tiene diferentes modalidades y ámbitos en los que se ejerce. Además de estas 
leyes, existen otras normativas vinculadas, ya sea por especificidad de su interven-
ción, como las leyes vinculadas a la trata de personas con fines de explotación sexual 
y las leyes de aborto, como por su propósito de transformación sociocultural, como 
legislaciones de educación sexual integral. En este trabajo no nos enfocaremos en 
ellas, sino en las denominadas leyes de protección integral sobre violencia contra las 
mujeres o violencia basada en género.
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a tener legislaciones integrales para el abordaje de la violencia contra 
las mujeres, denominadas leyes de segunda generación, ya sean leyes 
específicas de la temática de VbG en el ámbito civil, o por modificación 
de los códigos penales (Sagot 2013). Este tipo de legislaciones se enfo-
can en las desigualdades estructurales basadas en el género y toman en 
consideración las relaciones producidas por fuera del espacio doméstico 
(De Miguel Álvarez 2003; Essayag 2016; Levin 2019). 

Un tercer tipo de modificaciones legislativas en la región es la in-
corporación de la figura de femicidio y feminicidio, hacia fines de la pri-
mera década del siglo XXI, ante el aumento de casos de homicidios por 
razones de género (Essayag 2016).2 Estas legislaciones fueron en aumen-
to en especial tras la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos sobre el caso González y otras vs. México, conocido también 
como “Campo Algodonero”, por el cual la CIDH condena al Estado mexi-
cano por la desaparición y muerte de tres jóvenes cuyos cuerpos fueron 
hallados en 2001, en un campo algodonero de Ciudad Juárez. Esta sen-
tencia, además, estipula los parámetros para que los Estados prevengan, 
investiguen y procesen casos de VbG y femicidios, generando jurispru-
dencia regional. Esto es posible también porque la incidencia política de 
los movimientos sociales no solo implica un repertorio contencioso de 
movilización y protesta social, sino también de incidencia legal, en par-
ticular a partir de fines de la década de 1990 (Delamata 2014).

Otro cambio relevante en los marcos legales es la ampliación de 
derechos de la población LGBT+.3 Además del avance internacional ante 
la firma de los Principios de Yogyarkarta (2007), entre 2006 y 2018 se 
aprobaron leyes de reconocimiento de la identidad de género autoperci-
bida en ocho países de la región, entre otras leyes destinadas a la comu-
nidad LGBT+. Al entender la legislación como ampliación de derechos, 
consideramos que debemos interpretar las leyes que abordan las VbG 

2	 La excepción en este período temporal es República Dominicana, país que sanciona 
una que incluye el femicidio en el año 1998 (Essayag 2016).

3	 Utilizamos las siglas LGBT+ para hacer referencia a lesbianas, gays, bisexuales, tra-
vestis, transexuales, transgéneros e intersexuales, así como también personas no 
binarias, comprendiendo que las identidades sexuales por fuera de la cisheterose-
xualidad son múltiples.
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no solo como normativa de prevención, protección y erradicación de la 
violencia contra las mujeres, sino como una legislación destinada a to-
das las personas que sufren VbG. En este sentido, se entiende al género 
como una categoría de análisis relacional, que nos habla de posiciones 
de género en una estructura social desigual que produce mecanismos 
de opresión y diferenciación (Izquierdo 2007). Dado que no es la úni-
ca categoría que genera discriminación y diferenciación, consideramos 
fundamental abordar la violencia desde la interseccionalidad, ya que “las 
clases sociales, la raza, la etnia, la edad y el origen nacional son algunos 
de los factores diferenciales y estructurales que condicionan la posibili-
dad de sufrir una agresión que puede ser vivida y enfrentada de maneras 
diferentes” (Guzmán Ordaz y Jimenez Rodrigo 2015, 603).

Marcos normativos y políticas de violencia 
basada en género en Argentina

En Argentina, observamos que las legislaciones siguieron las tenden-
cias de los países de la región, tanto en lo que respecta a la modifica-
ción de leyes civiles como penales (Sagot 2012). En 1994, se sancionó la 
ley nacional núm. 24.417 de protección contra la violencia familiar, que 
permite la implementación de medidas cautelares de protección ante 
situaciones de violencia en el espacio doméstico. Además, en 1999 se 
modificó el código penal respecto a los delitos de violencia sexual, que 
dejaron de nombrarse como “delitos contra la honestidad” y se titularon 
“delitos contra la integridad sexual”, y se modificó el bien tutelado por la 
ley, que dejó de ser la honestidad, referida al honor de los varones jefes 
de hogar, reconociendo a la persona que sufrió violencia sexual como 
sujeto de derechos (Rodríguez y Chejter 1999). 

El cambio hacia una ley de segunda generación se produce en 2009, 
con la sanción de la ley nacional núm. 26.485, sobre la protección integral 
para prevenir, sancionar y erradicar la violencias contra las mujeres en 
los ámbitos en que desarrollen sus relaciones interpersonales, desarrolla-
da con base en las recomendaciones de la Convención de Belém do Pará. 
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Esta normativa define a la violencia como aquellas conductas, basadas en 
relaciones desiguales de poder, que, tanto por acción u omisión, de for-
ma directa o indirecta afecten la vida, libertad, dignidad, o la integridad 
f ísica, psicológica, sexual o económica de una mujer, ya sea en el ámbito 
público o privado (artículo 2). Para esto, define diferentes modalidades y 
tipos de violencia, como la doméstica, institucional, laboral, mediática, 
y las violencias contra la libertad reproductiva y obstétrica, siguiendo lo 
estipulado por la Convención de Belém do Pará. Además de mecanismos 
de intervención, la ley presenta las medidas de protección que puede 
aplicar el poder judicial ante una denuncia, así como las responsabilida-
des de los diferentes ministerios para prevenir y atender situaciones de 
violencia, aunque el principal organismo de ejecución de las políticas que 
derivan de esta ley es el Consejo Nacional de las Mujeres, actualmente 
Ministerio de las Mujeres, Géneros y Diversidad.4

Si bien la ley descrita hace referencia a las violencias contra las muje-
res, la sanción de la ley nacional núm. 26.743 de identidad de género cam-
bia la forma de interpretación legal de la violencia hacia otros sujetos que 
no se consideran mujeres. Sancionada en 2012, garantiza el reconocimien-
to de la identidad de género autopercibida, siendo la primera legislación 
en el mundo que no patologiza a las identidades por fuera del binarismo 
cis sexual, ampliando derechos de la población travesti, trans y no binaria.

El año 2012 también vio la modificación de los incisos 1º y 4° del artí-
culo 80 del Código Penal, que expresa que, entre los agravantes por el de-
lito de homicidio, se tendrá en cuenta los crímenes de odio hacia las mu-
jeres y población LGBT+. Para esto se considera como agravante no solo el 
tener un vínculo de pareja (que ya estaba en la ley), sino también expareja, 
conviviente o no conviviente, así como los antecedentes de situaciones 
de VbG. Si bien no aparece el término de femicidio ni feminicidio entre 
la letra de la ley, dadas sus características, es reconocida con ese nombre. 

4	 El debate sobre el rol del Estado frente a las políticas de violencia y de género tam-
bién llevó a un reordenamiento del organigrama del Estado nacional. En el 2017, el 
Consejo Nacional de las Mujeres es elevado en su jerarquía y pasa a llamarse Institu-
to Nacional de las Mujeres. Con el cambio de gobierno en 2019, este organismo pasa 
a ser el Ministerio de Mujeres, Géneros y Diversidad de la Nación.
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A partir del movimiento Ni una menos, iniciado el 3 de junio de 
2015 en Argentina, se revitalizó la demanda contra la violencia y con-
tra los femicidios, expandiéndose rápidamente a otros países de la re-
gión, en el marco de una estrategia feminista global (Di Marco 2019). 
Las multitudinarias movilizaciones se repitieron los 8 de marzo y cada 
3 de junio de los tres años sucesivos, en el marco de estrategias transna-
cionales del movimiento feminista latinoamericano, llegando a ampliar 
las demandas específicas sobre VbG e incorporando la lucha por el de-
recho al aborto, en una articulación de demandas sobre una cadena de 
equivalencias (Di Marco 2019). Tras estas acciones, se aprobaron nuevos 
programas y leyes nacionales, entre las que podemos nombrar a la ley 
núm. 27.499 “Ley Micaela”, que propone la formación en temas de gé-
nero y violencia en todos los niveles y jerarquías de los tres poderes del 
Estado nacional; la ley núm. 27.210, que creó el Cuerpo de Abogadas y 
Abogados para Víctimas de Violencia de Género (2015), que tiene como 
objetivo brindar patrocinio jurídico gratuito a las víctimas; la ley núm. 
27.452, sobre el régimen de reparación económica para las niñas, niños 
y adolescentes, o “Ley Brisa”, que otorga una prestación a hijos/as de víc-
timas de femicidios (2018); y modificaciones de la ley núm. 26.485, que 
en 2019 incorporó las modalidades de acoso callejero y violencia política. 

Las políticas locales de abordaje  
a la violencia basada en género

Las modificaciones normativas en la escala regional y nacional tienen 
diferentes efectos en el nivel local. Una de las cuestiones a observar, en 
los niveles subnacionales, es la adaptación de las legislaciones interna-
cionales y nacionales y la implementación de programas acordes. En el 
caso de la ley nacional núm. 26.485 de 2009, se demoró siete años en que 
todas las provincias adecuaran sus legislaciones o adhirieran a dicha ley.

Pero las modificaciones a partir de cambios legislativos nacionales 
no son la única forma en la que se transforman los paradigmas de las 
políticas públicas, ya que existen políticas locales que desarrollaron mo-
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dalidades de abordaje aun antes de la sanción de estas leyes. Un ejemplo 
de esto es la experiencia de la ciudad de Rosario, provincia de Santa Fe, 
que, entre los años 1990 y 2000 desarrolló políticas tempranas de asis-
tencia a personas en situación de violencia y, al no existir antecedentes 
nacionales ni un marco normativo específico, elaboró estos programas 
basándose en la CEDAW, ya que sus inicios fueron previos incluso a la 
Convención de Belém do Pará (Levin 2019). Esto, además, nos permite 
reflexionar sobre la aplicación de las convenciones internacionales de 
derechos humanos a nivel subnacional, como dos escalas relacionadas 
entre sí. Si bien estas convenciones son de cumplimiento obligatorio en 
todo el territorio, existen obstáculos para su incorporación en las polí-
ticas locales, debido a que existe la creencia de que la obligación es solo 
para los poderes ejecutivos, nacionales y provinciales, eximiendo a los 
poderes legislativos y judiciales de aplicarlos (Chiarotti 2009). En este 
punto observamos cómo se pone en juego en la producción de políti-
cas públicas la dimensión relacional vertical, es decir, el vínculo entre el 
Estado local con el estado provincial, nacional y con organismos inter-
nacionales (Bertranou y Isuani 2016), a partir de la aplicación de las con-
venciones internacionales para motorizar un cambio en la política local.

Otro caso particular es el del municipio de Morón, provincia de 
Buenos Aires, en el que se desarrolló un proceso de transversalización 
de políticas de género con participación amplia de organizaciones de 
mujeres y feministas (Rodríguez Gustá et al. 2020). En este municipio, 
las políticas de atención de la VbG se iniciaron en la década de 2000, 
a partir de la fuerte demanda de organizaciones feministas locales, las 
cuales hacía años que atendían a mujeres en situación de violencia y 
colaboraron en la capacitación del personal estatal, promoviendo una 
perspectiva de género y un enfoque de derechos en los modelos de 
atención (Maffeo 2019). Esto se logró por medio de una articulación 
entre las organizaciones y el gobierno local, pero también por la cons-
trucción de redes entre las organizaciones y sectores de la burocracia 
estatal (Maffeo 2019).

En este caso, tiene mayor incidencia la participación de actores no 
estatales en las políticas, un factor que Bertranou e Isuani (2016) con-
sideran dentro de las dimensiones internas de producción de las polí-
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ticas locales, entre las que también consideran el proceso de toma de 
decisiones y jerarquías institucionales, las asignaciones presupuestarias, 
las características territoriales y la articulación interinstitucional. 
Dichas articulaciones son fomentadas o restringidas por las líneas polí-
ticas propuestas por el gobierno local, pero además son relaciones in-
traburocráticas. Esto hace que la articulación esté también basada en las 
comunicaciones y acciones llevadas en conjunto por el personal de los 
diferentes organismos, lo que repercute en las políticas de prevención, 
atención y acompañamiento de las personas en situación de violencia, 
de manera integral e interseccional.

En el caso de Morón, además, se observa que la incidencia política 
de las organizaciones feministas se efectúa, por un lado, en alianza con 
el gobierno municipal, a partir de mesas locales entre organismos pú-
blicos y organizaciones sociales, pero, por otro lado, también implica 
relaciones con el aparato burocrático, contemplando las características 
del personal así como también el conjunto de reglas relativas las condi-
ciones y modos en que el Estado contrata y dispone al personal para el 
desempeño en las actividades públicas (Oszlak 2009). Aquí sucede una 
alianza entre organizaciones y trabajadoras estatales, la mayoría mu-
jeres con posiciones ideológico-políticas afines al feminismo (Maffeo 
2019). Observar la identidad sexogenérica y posicionamiento político 
de este cuerpo de funcionarios/as es relevante, ya que “en burocracias 
que consagran el dominio masculino, sería dif ícil pensar en la posibili-
dad de formación de intereses estratégicos de género mediante políticas 
transformadoras” (Rodríguez Gustá 2019, 26). 

Palabras finales

A lo largo de este artículo abordamos cómo se cruzan las escalas lo-
cales, provinciales, nacionales y transnacionales para el análisis de las 
políticas públicas. Estas son algunas escalas, ya que también podríamos 
estar observando una escala micro, que es la del cuerpo, que se presenta 
tácitamente al analizar una problemática social, dado que los sujetos de 
derecho tienen una corporalidad y materialidad biológica. 
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Analizar las políticas públicas invita a tomar múltiples escalas es-
paciales de análisis, que van desde los marcos normativos internacio-
nales y sus definiciones, pasando por la normativa nacional y los planes 
estratégicos, la implementación particular en el nivel local de estas po-
líticas y su recepción en las comunidades y las personas beneficiarias de 
esas políticas. Estas escalas requieren ser observadas en la complejidad 
del mundo social en el que se insertan, a partir de lecturas que profun-
dicen el análisis situacional desde lo macro a lo micro, y viceversa. Esto 
nos permite problematizar las políticas públicas locales y su vinculación 
con marcos nacionales e internacionales, en un ejercicio analítico que 
trascienda una simple contextualización, sin obturar la observación de 
la interacción entre diferentes escalas, que son parte central de la cons-
trucción del objeto de estudio. 

Un movimiento similar es posible de hacer en el análisis temporal, 
que puede ser abordado como un proceso de larga duración o en la ob-
servación de un momento específico, pero en los que ambos momentos 
son parte de la realidad, y donde quien investiga construye ese recorte. 
En el caso de los paradigmas sobre VbG, estos procesos iniciaron a un 
ritmo más lento y, en los últimos años, la movilización social propuso 
nuevos debates que aceleraron la transformación de los paradigmas y 
ampliaron al sujeto de derecho de las políticas.

De este modo, a partir de la clasificación de escalas espacio-tem-
porales, podemos desarmar y reconstruir la complejidad de la trama so-
cial y política, en un ejercicio teórico-metodológico que analiza, pero 
también incide en la construcción de la realidad, ya que, como sostiene 
Becker (2018), los hechos observados no existen independientemente 
de los conceptos que usamos para describirlos.
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